
ABUSOS SEXUALES A MENORES COMETIDOS 
POR CLÉRIGOS Y RELIGIOSOS

RESUMEN

La difusión en los medios de comunicación social de «abusos sexuales a
menores», cometidos hace algunos años por clérigos y religiosos en algunos paí-
ses europeos (Irlanda, Austria, Alemania…), desgraciadamente, ha vuelto a poner
de actualidad estas execrables actuaciones delictivas que, siendo comunes a las de
otros sectores de la sociedad, adquieren una especial notoriedad y relevancia
mediática cuando son realizadas por miembros de la Iglesia católica. El Papa
Benedicto XVI, a raíz de estas revelaciones, escribió una carta a los católicos de
Irlanda. Y el autor del artículo con este motivo, expone la legislación canónica
actual sobre este delito que comprende todas las actuaciones realizadas por un
clérigo o religioso contra el sexto mandamiento del Decálogo con un menor de
dieciocho años, incorporando las modificaciones introducidas en el CIC y los pro-
cedimientos especiales que se han establecido para la imposición de las penas,
llegando, incluso, hasta la expulsión del estado clerical de los clérigos y religio-
sos, que han cometido estos delitos, «ex officio et in poenam» sin ningún procedi-
miento. El autor concluye analizando la Carta Pastoral del Papa a los católicos
irlandeses y señalando que, ante estas actuaciones delictivas, las diócesis tienen
que establecer normas o protocolos de prevención, intervención y reparación, así
como una adecuada política de transparencia, información y colaboración con las
autoridades civiles.

SUMMARY

The publicity in the mass media of «sexual abuse of minors» committed some
years ago by clerics and religious in several European countries (Ireland, Austria,
Germany…) has unfortunately again brought to the fore these dreadful criminal
actions which, although they happen in other sectors of society, acquiere a spe-
cial nototiety and media attention when committed by members of the Catholic
Church. Because of these revelations Pope Benedict XVI wrote a letter to the Cat-
holics of Ireland. The author of the article, with this is mind, explains current
canonical legislation on this crime which embraces all actions perfomed by a cle-
ric or religious against the sixth commandment of the Decalogue with someone
who is less than 18 years of age, incorporating the modifications to the Code and
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the special procedures which have been established for the imposition of penal-
ties, whixh go as far as the expulsion from the clerical state of clerics and reli-
gious who have committed these crimes, «ex officio et in poenam» without any
process. The author concludes by analysing the Pope’s Pastoral Lettet to Irish Cat-
holics, pointing out that, faced with these criminal activities, dioceses must esta-
blish norms or protocols of prevention, intervention and reparation and also have
an adequate policy of transparency, information and collaboration with civil aut-
horities.

«Habéis traicionado (sacerdotes y religiosos que han abusado de niños)
la confianza depositada en vosotros por jóvenes inocentes y sus padres.
Debéis responder de ello ante Dios Todopoderoso y ante los Tribunales
debidamente constituidos. Habéis perdido la estima de la gente de Irlanda y
arrojado vergüenza y deshonor sobre vuestros semejantes… Junto con el
inmenso daño causado a las víctimas, un daño enorme se ha hecho a la
Iglesia y a la percepción pública del sacerdocio y de la vida religiosa»1.

La nueva revelación en los medios de comunicación social de abusos
sexuales a menores cometidos por clérigos y religiosos católicos en Irlan-
da en los años pasados, con su correspondiente estrépito mediático y sus
secuelas en la comunidad eclesial y en la sociedad, ha motivado la exten-
sa Carta Pastoral del actual Romano Pontífice que publicamos y que fue
hecha pública el 20 de marzo de 2010. No se trata, desgraciadamente, de
un hecho novedoso o aislado: desde que en los años ochenta comenza-
ron a aflorar estos lamentables y execrables delitos cometidos por clérigos
y religiosos, los medios de comunicación social vienen publicando perió-
dicamente noticias referentes a abusos sexuales a menores cometidos por
clérigos y religiosos, destacando los hechos, describiendo las circunstan-
cias, señalando las indemnizaciones económicas que las diócesis deben
asumir como responsables civiles subsidiarias, etc., al tiempo que práctica-
mente pasan desapercibidos estos mismos hechos, e incluso más graves y
más numerosos, cometidos por otras personas. No hace falta que señale-
mos el tremendo daño que este tipo de actuaciones delictivas producen
no sólo a las víctimas sino a la figura del sacerdote, a la Iglesia y a la
propia evangelización.

Sorprendentemente, sin embargo, la actual legislación de la Iglesia,
tanto la actual como las normas adoptadas por bastantes Conferencias Epis-
copales, penalizan muy estricta y severamente la comisión de estos deli-

828 Federico R. Aznar Gil

1 Benedicto XVI, Carta Pastoral a los católicos de Irlanda, 20 marzo 2010, n. 7.
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tos. Es más: Benedicto XVI, en la Carta Pastoral que hemos citado al ini-
cio, recuerda que una de las causas de estos reiterados comportamien-
tos delictivos de algunos clérigos y religiosos ha sido que no se han
aplicado las normas penales previstas para estos delitos, ya que «hubo
una tendencia, motivada por buenas intenciones pero equivocada, de
evitar los enfoques penales de las situaciones canónicamente irregula-
res… la falta de aplicación de las penas canónicas en vigor»2, recordan-
do además que «la Iglesia sigue aplicando las medidas adoptadas en los
últimos años para proteger a los jóvenes en los ambientes parroquiales
y escolares, y que «además de aplicar plenamente las normas del dere-
cho canónico concernientes a los casos de abusos de niños, seguid coo-
perando con las autoridades civiles en el ámbito de su competencia…
Es imperativo que las normas de la Iglesia en Irlanda para la salvaguar-
dia de los niños sean constantemente revisadas y actualizadas, y que se
apliquen plena e imparcialmente en conformidad con el derecho canó-
nico»3. Nuestro objetivo en este artículo es exponer, concisamente, la
actual normativa canónica penal de la Iglesia sobre esta materia, hacien-
do también referencia a las normas particulares establecidas por algunas
Conferencias Episcopales.

1. LEGISLACIÓN CANÓNICA ACTUAL

Las normas canónicas actuales que penalizan los denominados abu-
sos sexuales a menores cometidos por clérigos y religiosos, y que recogen
la tradición canónica histórica en esta materia, han sufrido unos importan-
tes cambios y modificaciones en los últimos años, buscando con ello la
Iglesia una mayor eficacia en la prevención y castigo de estos delitos: si,
en un primer momento, el c. 1395, §2 establecía que el clérigo que come-
ta «un delito contra el sexto mandamiento del Decálogo… con un menor
que no haya cumplido los dieciséis años de edad», e idéntica norma e
incluso más severa estaba fijada en el c. 695 para los religiosos que come-
ten estos delitos, posteriores intervenciones legislativas han modificado la
definición de este delito y sus penas, la prescripción de su acción crimi-
nal (c. 1362, §1, 2º), y sobre todo el procedimiento penal establecido para

Abusos sexuales a menores cometidos por clérigos y religiosos 829

2 Ibid., n. 4 «Algunos de vosotros (los obispos irlandeses) y de vuestros predecesores —se
dice allí— han fracasado, a veces lamentablemente, a la hora de aplicar las normas, codificadas
desde hace largo tiempo, del derecho canónico sobre los delitos de abusos de niños», n. 11.

3 Ibid., nn. 8 y 11. El 15 de julio de 2010, la Congregación para la Doctrina de la Fe publi-
có las nuevas normas sobre la «delicta graviora», que introducen algunas modificaciones al m.pr.
«Sacramentorum sanctitatis tutela», y que fueron aprobadas por Benedicto XVI el 21 de mayo de
2010. Normas que no modifican lo establecido sobre el delito que analizamos.
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la imposición de las penas correspondientes4. De hecho, la actual legisla-
ción canónica penal sobre esta materia se contiene, básicamente, en el
m.pr. «Sacramentorum sanctitatis tutela quibus normas de gravioribus delic-
tis Congregationi pro Doctrina Fidei reservatis promulgantur», dadas por
Juan Pablo II el 30 de abril de 2001, que en su artículo 4, §1 define así
este delito: «delito contra el sexto mandamiento del Decálogo cometido
por un clérigo con un menor de dieciocho años»5.

Los elementos que configuran este delito son los siguientes: el autor
del mismo, en primer lugar, es el clérigo, es decir el fiel que, a tenor del
c. 266, §1, ha recibido válidamente el orden del diaconado y, por lo tanto,
ha ingresado en el estado clerical. Y, aunque el texto no los menciona,
también quedan comprendidos en este delito como autores los religiosos:
los cc. 695, 729 y 746, penalizan este mismo delito cometido por miem-
bros de un Instituto de Vida Consagrada y la Congregación para la Doctri-
na de la Fe les aplica estas mismas normas. La norma, por tanto, no
penaliza estas acciones delictivas cometidas por laicos antes de recibir el
diaconado, ni tampoco sanciona a los laicos que, desempeñando una tarea,
oficio o función en instituciones eclesiásticas, cometen estos delitos6.

La factiespecie delictiva aquí comprendida es muy amplia y no queda
perfectamente configurada o delimitada, tal como sucede con la mayor
parte de los delitos comprendidos en el c. 1395, teniendo en cuenta que
otro tanto suele acontecer en la sociedad civil donde no hay única defini-
ción de «abuso sexual a menores» ya que las definiciones dadas suelen
servir a propósitos diferentes en contextos diferentes: sociológico, legal,
clínico-fenomenológico, criminológico…7. Viene a coincidir, en términos
generales, con lo que algunos psiquiatras denominan como «conducta
sexual inapropiada con menores de dieciocho años», esto es la transgre-
sión de la relación profesional, en este caso un clérigo o religioso, e inclu-
ye cualquier actividad sexual considerada inmoral o ilegal, las acciones
sexuales realizadas por un profesional, en este caso un clérigo o un reli-

830 Federico R. Aznar Gil

4 La bibliografía sobre esta cuestión es muy abundante, sobre todo en lengua inglesa. Puede
verse, además de la citada en el anexo de este artículo, la indicada en: F. R. Aznar Gil-A. J. Chong
Águila, «Abusos sexuales a menores realizados por clérigos: normas de los Obispos de los Estados
Unidos de América (2002). Textos y comentario», in REDC 62, 2005, 84-87.

5 Véase el texto y comentario en: F. R.Aznar Gil, «Delitos más graves reservados a la Con-
gregación para la Doctrina de la Fe. Texto del m. pr. Sacramentorum snactitatis tutela y comenta-
rio», REDC 61, 2004, 433-72. Véase lo dicho supra en la nota 3.

6 En los Estados Unidos de América, sin embargo, las normas de las diócesis aplican esta
misma sanción penal a los clérigos y religiosos que cometieron este tipo de delitos antes de ser
tales, así como a los laicos que están al servicio de instituciones eclesiásticas.

7 J. R. Formicola, «The Vatican, The American Bishops, and the Church-Stata Ramifications
of Clerical Sexual Abuse», in: Journal of Church and State 46, 2004, 479.
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gioso, que viola los límites de una persona. Y suele distinguirse entre
pedofilia y efebofilia: la pedofilia es la actividad sexual (v. gr. desnudos
de niños, exhibición de genitales, masturbación en su presencia, tocamien-
tos y caricias, etc.) realizada por adultos por prepúberes de hasta trece
años de edad, considerándose actualmente que es un grave fallo moral,
un delito legal variando la edad establecida en las diversas legislaciones
penales y, generalmente, se estima que es un trastorno psiquiátrico sexual
denominado como «trastorno psicosexual» o «parafilia». La Efebofilia, por
su parte, es la actividad sexual de adultos con menores postpúberes o
adolescentes, cuyas edades se pueden situar entre los catorce y los diecio-
cho años, si bien hay que tener en cuenta las edades legales establecidas
por las diferentes legislaciones penales. Se debe indicar, además, que bas-
tantes legislaciones penales suelen equiparar, en este delito, a las «perso-
nas adultas pero psicológicamente vulnerables» con los menores de edad8.

Las legislaciones penales de los diferentes Estados o Naciones, como
venimos diciendo, varían en la tipificación de este delito por lo que las
Conferencias Episcopales y las diócesis que han establecido normas, proce-
dimientos o protocolos sobre esta materia han incorporado estas tipificacio-
nes dentro de su normativa particular, lo que se traduce en la diversidad de
denominaciones y de descripciones que se encuentran en esta normativa
particular. Así, por ejemplo, en el Código Penal Español se distinguen los
«abusos sexuales», que son aquellos comportamientos que, sin mediar vio-
lencia o intimidación en su realización y sin que exista un previo consenti-
miento de la víctima, atenten contra la libertad sexual de una persona; el
«acoso sexual», que se produce cuando una persona en el ámbito de una
relación laboral, docente o de prestación de servicios, aprovecha esta cir-
cunstancia para solicitar favores de naturaleza sexual a otra que está en ese
mismo ámbito, provocándole con ello una situación objetiva y gravemente
intimidatoria, hostil y humillante; y la «agresión sexual», que implica al uso
de la violencia o intimidación para vencer la negativa de la víctima al acto
sexual. Los dos primeros tipos delictivos incluyen cualquier signo de exte-
riorización o materialización por el agresor a la víctima con un contenido
sexual, cuya variedad es múltiple y diversa sin que puedan acotarse fácil-
mente un elenco de comportamiento previamente establecidos9.

Canónicamente, como ya hemos indicado, consiste en «un delito con-
tra el sexto mandamiento del Decálogo con un menor de dieciocho años»10,

Abusos sexuales a menores cometidos por clérigos y religiosos 831

8 Cfr. L. Sperry, Sexo, sacerdocio e Iglesia, Satander 2004, 32-37.
9 Cfr. F. M. Oliver Egea, «Abusos sexuales» y «Acoso sexual», in: Enciclopedia Jurídica La Ley 1,

Madrid 2008, 113-18 y 340-43. Véase el Código Penal español arts. 180,1,3º; 181,2; 182; 183, etc.
10 El c. 1395, §2 habla de un menor de 16 años: norma que fue modificada en el sentido

actual (18 años) el 25 de abril de 1994 para los Estados Unidos de América. Cfr. J. A. Alesandro,
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y por tanto consiste en cualquier acción externa contraria al sexto manda-
miento, a tenor de lo que la Iglesia católica enseña que son actos prohibi-
dos por el sexto mandamiento, cometidos con un menor de dieciocho años,
sean actos heterosexuales o bien homosexuales, no importando que se rea-
licen o no de acuerdo con el menor, y a pesar de que algunas legislaciones
consideren que una persona de dieciséis años o incluso menos (13, 14
años…) sea capaz de consentir en una relación sexual. Como señala Ch. J.
Scicluna, resumiendo la praxis observada en esta materia por la Congrega-
ción para la Doctrina de la Fe, «este delito no se refiere sólo al contacto
físico o abuso directo, sino también al abuso indirecto (por ejemplo el mos-
trar pornografía a menores o exhibirse desnudo frente a ellos). También se
incluye la posesión o descarga desde internet de pornografía pedófila», indi-
cando que «mientras el ‘curiosear’ puede ser involuntario, es difícil admitir
que el ‘descargar’ pueda ser considerado como tal, ya que no sólo requiere
hacer una elección o seleccionar una opción específica, sino que a menudo
incluye el pago mediante tarjeta de crédito y el proporcionar información
personal por parte del comprador»11. El delito canónico, por tanto, compren-
de todas las violaciones contra el sexto mandamiento, sean que estén basa-
das en pedofilia, efebofilia, homosexualidad o heterosexualidad con alguien
menor de dieciocho años, siendo indiferente a estos efectos que algunas
legislaciones consideren que una persona de dieciséis años sea capaz de
dar su consentimiento a una actividad sexual del tipo que sea.

Se puede decir, en otras palabras, que canónicamente el delito com-
prende todas las formas de comportamiento verbal, no verbal o corporal
de naturaleza sexual que lesionen la dignidad del menor. D. Albornoz,
teniendo en cuenta las disposiciones dadas por algunas Conferencias Epis-
copales sobre esta cuestión, distingue dos grandes grupos de abusos sexua-
les a menores: a) actos que evidencian la intencionalidad del autor de
utilizar al menor para obtener un estímulo sexual o bien una gratificación
sexual, pudiendo abarcar contactos físicos (v. gr. tocamientos, besos, exhi-
bicionismo, actividad sexual directa), simple comunicación verbal (v. gr.
charlas de tipo sexual, hacer proposiciones sexuales), o abusos indirectos
(v. gr. posesión de pornografía de carácter pedófilo); b) actos que impli-

832 Federico R. Aznar Gil

«Canonical Delicts Involving Sexual Misconduct and Dismissal from the Clerical State. A. Backgrond
Paper», in: Ius Ecclesiae 8, 1996, 163; Studia Canonica 33, 1996, 208-12.

11 Añade, además, que «según la praxis de la CDF, expresamente aprobada por el Siervo de
Dios, Juan Pablo II, en la audiencia concedida al Cardenal Ratzinger el 15 de octubre de 2004, tal
comportamiento (posesión o descarga desde internet de pornografía pedófila) se consider un delic-
tum gravius», Ch. J. Scicluna, «Procedimiento y praxis de la Congregación para la Doctrina de la Fe
en relación a los graviore delicta», in: Iudex et Magister 2, Buenos Aires 2008, 486. Todo ello viene
comprendido en la descripción de este delito en el art. 6 de las nuevas normas sobre los «delicta
graviora».
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can la explotación del menor, su uso como objeto comercial (v. gr. foto-
grafías, videos)12.

La prescripción de la acción criminal para este delito también ha sido
modificada: el c. 1362, §1, 2º, establecía que este delito prescribía a los
cinco años de su comisión, contados a partir «del día en el que se come-
tió el delito, o, cuando se trata de un delito continuado o habitual, a par-
tir del día en que cesó» (c. 1362, §2). Norma que impedía, en muchos
casos, la sanción canónica de estos delitos por haber sobrepasado su comi-
sión este plazo de tiempo13. Ello hizo que, el 15 de abril de 1994, el Roma-
no Pontífice derogase esta norma para los Estados Unidos de América,
estableciendo para allí unas disposiciones prácticamente idénticas a las
luego vigentes para toda la Iglesia14. La actual prescripción de la acción
criminal de este delito establece un plazo de veinte años desde su comi-
sión, que comienza a contar desde el momento en que cesa el delito y
desde el día en que el menor cumple los dieciocho años15. Ch. J. Sciclu-
na, por su parte, señala que la experiencia ha mostrado que un período
de tiempo es inadecuado para este tipo de casos y que sería deseable vol-
ver al sistema anterior en el que estos delitos no estaban sujetos a ningu-
na prescripción: indica, además que el 7 de noviembre de 2002, S. S. Juan
Pablo II concedió a la Congregación para la Doctrina de la Fe la facultad
excepcional de derogar la norma de la prescripción en casos singulares y
graves que reclaman una acción ejemplar para que, a pesar del tiempo
transcurrido, no puedan quedar sin una adecuada respuesta desde la Igle-
sia. Facultad confirmada por Benedicto XVI el 6 de mayo de 200516.

Finalmente, la sanción canónica prevista en el c. 1395, §2 para este
delito es una pena preceptiva indeterminada: «debe ser castigado con
penas justas, sin excluir la expulsión del estado clerical, cuando el caso lo
requiera». O, como indica el m. pr. «Sacramentorum sanctitatis tutela», «debe
ser castigado según la gravedad del delito, no excluida la expulsión o

Abusos sexuales a menores cometidos por clérigos y religiosos 833

12 D. Albornoz, «Norme e orientamenti della Chiesa Cattolica dinanzi agli abusi sessuali di
minori perpetrati de chierici», in: Salesianum 70,2008,7113-17.

13 Cfr. una c. Stankiewicz, 11 novembris 1993, n. 17, in: Ius Ecclesiae 7, 1995, 675.
14 Véase: Studia Canonica 13, 1998, 208-12: 10 años.
15 Véase el art. 7 de las nuevas normas de los «delicta graviora».
16 Folia Canonica 10, 2007, 277. El art. 7, § 1 de las nuevas normas sobre los «delicta gra-

viora» también contempla la posibilidad de que la Congregación para la Doctrina de la Fe derogue
la prescripción en casos particulares. A. Dulles, en opinión que compartimos, critica estas tenden-
cias y derogaciones de la prescripción de la acción criminal: «Rigths of Accused Priests: Toward a
Revision of the Dellas Charter and the ‘Essential Norms’», in: America 7, 2004, 4; Ch. G. Renati,
«Prescription ant Derogation From Prescription in Sexual Abuse of Minor Casas», in: The Jurist 67,
2007, 503-19.
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deposición»17. Sanciones que se deben imponer a tenor de los procedi-
mientos que vamos a indicar a continuación.

2. PROCEDIMIENTOS A SEGUIR PARA LA IMPOSICIÓN DE LAS PENAS

El c. 1341 señala que, en relación con las penas «ferendae setentiae»
(c. 1314), como es el caso que nos ocupa, únicamente se deben imponer
o declarar cuando «la corrección fraterna, la reprensión u otros medios de
la solicitud pastoral no bastan para reparar el escándalo, restablecer la jus-
ticia y conseguir la enmienda del reo», pudiendo optar, a tenor del dere-
cho, para la imposición de las penas por un procedimiento judicial o bien
por un procedimiento administrativo o extrajudicial (cc. 1341; 1342). Los
cc. 1717-1719 regulan la investigación previa que, como veremos, normal-
mente se debe hacer antes de iniciar cualquier procedimiento penal; el c.
1720 regula el procedimiento administrativo penal o extrajudicial; y los cc.
1721-1731 el procedimiento penal.

El m. pr. «Sacramentoum sanctitatis tutela» determina que «el delito
contra el sexto mandamiento del Decálogo cometido por un clérigo con
un menor de dieciocho años» está reservado a la Congregación para la
Doctrina de la Fe18, lo que conlleva que le corresponde a la misma Con-
gregación, o a quién ella delegue, instruir el correspondiente proceso
penal, a tenor de las normas establecidas en el citado motu proprio19, y
establecer la sanción canónica pertinente. El art. 17 del motu proprio esta-
blecía, además, que los «delicta graviora» reservados a la Congregación
para la Doctrina de la Fe, entre los que se encuentra el delito aquí exami-
nado, sólo pueden juzgarse a través de un proceso judicial penal, si bien
S. S. Juan Pablo II concedió el 7 de febrero de 2003 una especial facultad
a la Congregación para la Doctrina de la Fe para que ésta pueda autorizar
el uso del proceso administrativo o por decreto extrajudicial penal, lo que
fue confirmado por Benedicto XVI el 6 de mayo de 200520.

La legislación canónica establece que, «siempre que el Ordinario tenga
noticia, al menos verosímil, de un delito, debe investigar con cautela…

834 Federico R. Aznar Gil

17 No nos detenemos en examinar la posible comisión de otro delito conjuntamente con el
ya examinado: concretamente, e delito de solicitación en la confesión (c. 1387), que puede come-
terse conjuntamente con el anterior.

18 Art. 4, §1.
19 Arts. 6-26.
20 Folia Canonica 10, 2007, 272. Las nuevas normas sobre los «delicta graviora» de 2010 asu-

men estas innovaciones y prevén tanto el proceso judicial como el administrativo penal para la
imposición de las penas contempladas en este delito: arts. 8-31.
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sobre los hechos y sus circunstancias, así como sobre la imputabilidad, a
no ser que esta investigación parezca del todo superflua» (c. 1717, §1),
debiéndose realizar esta investigación previa a tenor de los cc. 1717-1719, y
debiendo concluir la misma decidiendo si se debe archivar el asunto, si
conviene iniciar el proceso para infligir o declarar la pena, si debe utilizarse
el proceso judicial o bien el procedimiento administrativo o extrajudicial…
El m. pr. «Sacramentorum sanctitatis tutela» determina que, para el delito
que estamos examinando y al ser uno de los «delicta graviora» reservados a
la Congregación para la Doctrina de la Fe, caben dos posibilidades: a) si el
caso se lleva directamente a la Congregación, no realizada la investigación
previa, la misma Congregación debe realizar lo que por derecho común
compete al Ordinario21; b) si el Ordinario tiene noticia, al menos verosímil,
de la comisión de un delito de esta índole por un clérigo o un religioso,
debe realizar esta investigación previa y, una vez completada, lo debe comu-
nicar a la Congregación para la Doctrina de la Fe «que, a no ser por las cir-
cunstancias peculiares del tema avoque para sí la causa, mandará proceder
‘ad ulteriora’ al Ordinario, quedando firme sin embargo el derecho de ape-
lar (o de recurrir) contra la sentencia (o el decreto) de primer grado sólo al
Tribunal Supremo de la misma Congregación»22. Es decir: la Congregación
para la Doctrina de la Fe puede a) avocar que la causa se tramite, adminis-
trativa o judicialmente, ante la misma Congregación, o b) que el Ordinario
inicie el correspondiente proceso penal, administrativo o judicial.

Si la investigación previa la realiza el Ordinario que ha recibido la
noticia, a tenor del c. 1717, §1 deberá instruir esta investigación conforme
a lo establecido en los c. 1717-1719 sobre la credibilidad de la noticia o
acusación, el objeto del supuesto delito, la imputabilidad del clérigo acusa-
do, etc.23. Esta investigación previa se inicia por un decreto del Ordinario y
tiene como finalidad, como decimos, determinar si hay evidencias para deli-
mitar los hechos denunciados, las circunstancias y la imputabilidad de la
persona cuestionada, pudendo adoptar algunas medidas preventivas en rela-
ción con el clérigo o religioso cuestionado. El decreto del Ordinario, con
el que se dispone el inicio de esta investigación previa, debe establecer el
instructor, que tiene los mismos poderes y obligaciones que el auditor en
el proceso, la presencia de un notario, etc., y tiene que recoger las prue-
bas pertinentes: declaraciones, testimonios, documentos, pericias, etc. El
instructor, recogidas las pruebas, entrega sus conclusiones al Ordinario que
pueda escuchar a otras personas antes de dar el decreto final (c. 1718, §3).
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21 Juan Pablo II, m. pr. Sacramentorum sanctitatis tutela, art. 14.
22 Art. 14.
23 D. Albornoz, art. cit., 717-21 señala las indicaciones que han dado algunas Conferencias

Episcopales sobre este momento previo.
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La decisión final de esta investigación previa puede ser, lógicamente,
muy diferente: si el resultado es que la noticia o acusación no es digna
de crédito, se debe guardar todo lo realizado en el archivo secreto de la
curia (c. 1718), y el Ordinario debe dar un decreto comunicando su deci-
sión al acusador y al acusado, debiéndose señalar que el Ordinario, aun-
que no haya evidencias penales, puede imponer al clérigo o al religioso
remedios penales si estima que ha actuado imprudente o irresponsable-
mente. Si, por el contrario, el resultado es que la noticia o acusación es
digna de crédito, el Ordinario ya no tiene potestad ni competencia para
tratar la materia, al tratarse de un delito reservado, sino que debe transfe-
rir el caso a la Congregación para la Doctrina de la Fe, mandando las
actas de la investigación previa realizada juntamente con su voto u opi-
nión. La Congregación estudia las actas enviadas por el Ordinario y, si no
se pide más información, puede adoptar alguna de estas decisiones24:

1) Medidas administrativas no penales. La Congregación puede deci-
dir que los hechos relacionados con el caso no requieren ninguna acción
penal y puede proponer algunas medidas administrativas, no penales,
adoptadas contra el clérigo o religioso por el bien común de la Iglesia o
incluso por el propio bien del clérigo o religioso denunciado (c. 1718, §1,
2º): limitación de su ministerio; remoción del ministerio pastoral directo
que no significa su expulsión de estado clerical; declararla impedido para
el ejercicio del ministerio; etc.25. O, si estas medidas las ha decidido el
Ordinario, las puede confirmar.

2) Procedimiento administrativo penal. La Congregación puede deci-
dir iniciar un procedimiento administrativo o por decreto extrajudicial penal
(c. 1720). O puede autorizar al Ordinario a que lo inicie. Y si el Ordinario
cree que el clérigo culpable merece la pena de la expulsión del estado
clerical, lo debe manifestar a la Congregación que decidirá si impone ésta
pena o no.

3) Procedimiento judicial penal. La Congregación puede decidir ini-
ciar un procedimiento judicial penal siguiendo las normas establecidas en
el m. pr. «Sacramentorum sanctitatis tutela». O puede decidir autorizar al
Ordinario a que inicie este proceso penal ante el Tribunal diocesano,
debiendo observar esas mismas normas.

836 Federico R. Aznar Gil

24 Ch. J. Scicluna, «Procedimiento y praxis de la Congregación para la Doctrina de la Fe»,
art. cit., 488-89. Un modelo de esta respuesta en: Z. Suchhecki, «La tutela penale dei minori pres-
so la Congregazione per la Dottrina delle Fede riguardo ai delicta graviora», in: Apollinaris 79,
2006, 730.

25 Conforme a lo establecido en el c. 1722.
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4) El clérigo, puede, en estas situaciones, solicitar él mismo la pérdi-
da del estado clerical a la Congregación, y ésta lo tramita ante el Romano
Pontífice pidiendo la expulsión «ex officio et in poenam» del estado clerical.
La Congregación, finalmente, puede decidir presentar el caso directamente
al Santo Padre, solicitando la «dimissio ex officio et in poenam» del estado
clerical del clérigo culpable de este delito, a partir de la concesión hecha
por el Romano Pontífice a la Congregación para la Doctrina de la Fe el 7
de febrero de 2003 de dispensar del proceso penal en los casos graves y
claros. Lógicamente esta decisión se reserva para casos particularmente
graves en los que la culpabilidad del clérigo está fuera de toda duda y
bien documentada, y donde además no es posible desarrollar un proceso
penal o bien hay condiciones particulares de urgencia que no permiten su
desarrollo en tiempos razonablemente largos26. La Congregación, en estos
casos, pide al Ordinario que pregunte al clérigo culpable si prefiere solici-
tar él mismo la pérdida del estado clerical, tal como hemos indicado ante-
riormente: si el clérigo se niega, o no responde, la solicitud sigue adelante,
preparando la Congregación un informe para el Romano Pontífice. El
mismo Santo Padre toma la solución en la audiencia concedida al Carde-
nal Prefecto o al Secretario de la Congregación, comunicando el rescripto
al Ordinario del clérigo culpable. Y, lógicamente, conra la decisión del
Romano Pontífice no cabe apelación o recurso. En este mismo sentido,
como indica Ch. J. Scicluna, más recientemente y ante algunos casos gra-
ves, por ejemplo cuando se ha dado una sentencia civil condenatoria con-
tra el clérigo, la Congregación para la Doctrina de la Fe puede acceder a
la solicitud del Ordinario y puede presentar el caso directamente al Roma-
no Pontífice pidiendo la expulsión del clérigo del estado clerical «ex offi-
cio et in poenam». La Congregación, una vez que el Romano Pontífice ha
tomado esta decisión como hemos indicado anteriormente, da el decreto
de expulsión del clérigo del estado clerical en nombre del Romano Pon-
tífice contra el que no hay recurso, salvo la decisión del Romano Pontífi-
ce de modificar esta primera decisión. El decreto autoriza al Ordinario a
divulgar las razones de la expulsión si ello redunda en bien de la comu-
nidad y de la Iglesia27.
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26 Cfr. Las razones de esta praxis en: P. Armenta, «II rescritto dagli obblighi dello stato cleri-
cala nall’ambito dell’attivitá amministrativa della Chiesa», in: Periodica 88, 1999, 490-97; A. Busso,
«La dimisión del estado clerical —ex officio— de los clérigos no idóneos que han cometido delito
grave y rechazan pedirlo pro gratia, en relación con el período de su formación sacerdotal», in:
AADC 9, 2002, 43.

27 Folia Canonica 10, 2007, 278-79. Esta misma facultad se recoge en el art. 21, §2, 2º de las
nuevas normas sobre los «delicta graviora». Hay que indicar que en esta dirección van las Faculta-
des Especiales concedidas el 18 de abril de 2009 a la Congregación para el Clero, relativas a la
expulsión de los clérigos del estado clerical ante la comisión de determinados delitos (cc. 1394;
1395; 1399; etc.) y después de haber realizado un procedimiento administrativo penal.
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Hay que indicar que, antes o durante el desarrollo de estos procesos
o ante los procesos civiles incoados contra clérigos acusados de estos deli-
tos, el Ordinario puede adoptar las medidas preventivas previstas en los
cc. 1722; 223; §2; 277, §3; 1044, §2, 2º y 1041, 1º; etc.28. Y en cuanto a las
posibles impugnaciones de las decisiones adoptadas, se debe recordar que
el recurso o la apelación contra el decreto o la sentencia dados por el
Ordinario o la Congregación para la Doctrina de la Fe en primera instancia
se deben plantear siempre y exclusivamente ante la misma Congregación
para la Doctrina de la Fe29. Concretamente, en relación con los decretos
administrativos dados por la Congregación «in Congessu particulari», se
puede recurrir a la Congregación Ordinaria de los Emmos. y Exmos. miem-
bros de la Congregación, la denominada «Feria IV», no pudiéndose dar
recurso al Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica. Y si el decreto lo
ha dado el Ordinario, el recurso debe plantearse ante los órganos adminis-
trativos de la Congregación, ya citados, terminando en la misma Congrega-
ción. Idéntico iter procesal hay que seguir si se trata de una sentencia dada
por un proceso judicial penal incoado en primera instancia: únicamente
puede ser apelado en segunda instancia ante otro Tribunal de la misma
Congregación, no pudiendo ser apelada esta decisión ante otro Dicasterio
de la Curia Romana y pasando a ser «res iudicata»; si la sentencia ha sido
dictada en primera instancia por el tribunal diocesano, únicamente cabe
apelación en segunda instancia ante el Tribunal de la Congregación para la
Doctrina de la Fe, no pudiendo ser apelada esta decisión30.

Hay que indicar, finalmente, que acerca de la posible responsabilidad
civil subsidiaria de la Diócesis o del Obispo diocesano por estas acciones
delictivas cometidas por un clérigo que está bajo su jurisdicción, el Conse-
jo Pontificio para la Interpretación de los Textos Legislativos estima que
«el Obispo diocesano en general y en el caso específico del delito de pedo-
filia cometido por un presbítero incardinado en su diócesis en particular,
no tiene ninguna responsabilidad jurídica por la relación de subordinación
canónica existente entre ellos. La acción delictiva del presbítero y sus con-
secuencias penales —también el eventual resarcimiento de daños— van
imputadas al presbítero que ha cometido el delito y no al Obispo o a la
diócesis de la que el Obispo tiene la representación legal (cfr. c. 292)»31.

838 Federico R. Aznar Gil

28 Cfr. D. Albornoz, «Norme e orientamenti», art. cit., 723-26.
29 Juan Pablo II, m. pr. Sacramentorum sanctitatis tutela, art. 13 in fine y 16.
30 En relación con los religiosos que han cometido este delito, el procedimiento establecido

es similar: Cfr. Ch. J. Scicluna, «Procedimiento y praxis», art. cit., 489-90.
31 Pontificium Consilium de Textibus Legibus Interpretandis, «Nota: elementi por configurare

l’ambito di responsabilità canonica del Vescovo diocesano nei riguardi del presbiteri incardineti
nella propria diocesi e che esercitano nella medesima i loro ministero», 12 febbraio 2004, in: Com-
municationes 36, 2004, 33-38.

maqueta 169 REDC ok.qxp  16/1/11  22:09  Página 838

Universidad Pontificia de Salamanca



Hay que recordar, sin embargo, que civilmente esto no es tan claro y que
diferentes legislaciones civiles afirman la responsabilidad civil subdiaria del
Obispo o de la Diócesis en estos casos, cumplidos una serie de requisitos,
con el alto coste económico que ello conlleva, entre otras consecuencias32.

3. CARTA PASTORAL A LOS CATÓLICOS DE IRLANDA

El problema de los abusos sexuales a menores no es, ciertamente, ni
exclusiva ni principalmente de la Iglesia católica, ni tampoco sólo de esta
época. Recordado esto, hay que afirmar sin la menor vacilación que cuan-
do un clérigo o un religioso abusa sexualmente de un menor, comete una
acción moral y canónicamente gravemente reprobable por diferentes moti-
vos: se inflige un daño incalculable al normal desarrollo sexual del menor,
a su autoestima y a su dignidad humana; es causa de escándalo entre los
fieles y los no cristianos; constituye invariablemente un abuso y una trai-
ción a la confianza que el Pueblo de Dios tiene en sus pastores; se daña
la credibilidad de la Iglesia y el progreso de la fe; se desacredita al minis-
terio sacerdotal y se coloca a innumerables clérigos inocentes bajo la sos-
pecha de la delincuencia, del crimen y del delito; etc.33. O, como dice
otro autor, «el de la pedofilia es un mal devastador: ante todo para el niño,
que casi siempre queda traumatizado con consecuencias psicológicas, afec-
tivas y también sexuales. Pero, si el que realiza tal acto es un sacerdote,
consagrado para actuar in persona Christi, este comportamiento es un
«maleficio» en el sentido literal del término (maleficium, de male facere),
en oposición y abierta contradicción a su misión que es, a su vez la de
«bendecir» (bene facere) como ha hecho el mismo Jesús con los más
pequeños y los más indefensos34.

La Iglesia condena categóricamente la explotación sexual de cualquier
persona, especialmente de los niños, adolescentes y más jóvenes, bajo
cualquier forma que ésta adopte, y es especialmente rigurosa y tajante
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32 Por ejemplo, en nuestro país una SIS, Sala de lo Penal, de 9 de febrero de 2004 sobre
responsabilidad penal de un cura párroco por delitos sexuales contra seis menores, cinco de ellos
monaguillos, condena como responsable civil subsidiario al Obispado, de Tui-Vigo. Igualmente,
otro Auto del Tribunal Supremo, Sala Segunda de lo Penal, del 7 de junio de 2007, condena al
Arzobispado de Madrid como responsable civil subsidiario en un caso similar.

33 Ch. J. Scicluna, «Sexual Abuse of Children and Youn People by Catholic Priesta and Reli-
gious: Description of the Problem from a Church Perspective», in: Abusa of Children and Young
People by Catholic Priets and Religious, Città del Vaticano 2004, 16-17.

34 G. Marchesi, «La Chiesa Cattolica negli Stati Uniti scossa dello scandalo della pedofilia»,
in: La Civilità Cattolica 3647, 2002, 480.
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cuando estas acciones inmorales y delictivas son cometidas por clérigos:
«La Iglesia, decía el Cardenal Darío Castrillón, ha defendido siempre la
moral pública y el bien común y ha intervenido para defender la santidad
de vida de sus sacerdotes, estableciendo con penas canónicas sanciones
para estos delitos. La Iglesia nunca ha dejado de lado el problema de los
abusos sexuales, sobre todo cuando son cometidos por los ministros sagra-
dos, no sólo con los fieles en general, sino especialmente con los meno-
res, para quienes es prioritaria la tarea de educar en la fe y en el proyecto
moral cristiano»35.

Juan Pablo II se refirió en varias ocasiones, con términos muy duros,
a estas lamentables actuaciones de clérigos y religiosos. Así, por ejemplo,
en la exhortación apostólica Iglesia en Oceanía indicaba que «en algunas
partes de Oceanía, los abusos sexuales por parte de sacerdotes y religio-
sos han sido causa de grandes sufrimientos y de daño espiritual para las
víctimas. Ha sido también un grave daño a la vida de la Iglesia y ha lle-
gado a ser un obstáculo al anuncia del Evangelio… El abuso sexual en el
interior de la Iglesia es una profunda contradicción a la enseñanza y al
testimonio de Jesucristo. Los Padres sinodales han manifestado sus excu-
sas incondicionales a las víctimas por el dolor y la decepción que les ha
causado. La Iglesia en Oceanía está a la búsqueda de justos procedimien-
tos para responder a las quejas en este ámbito, y está empeñada de mane-
ra inequívoca en prever a la actuación compasiva y eficaz para las víctimas,
sus familiares, la comunidad entera y los mismos sacerdotes»36.

Y el 17 de marzo de 2002, en la Carta a los sacerdotes en el día del
Jueves Santo, nuevamente volvía a recordar que «nos sentimos en estos
momentos personalmente conmovidos en lo más íntimo por los pecados
de algunos hermanos nuestros que han traicionado la gracia recibida con
la ordenación, cediendo incluso a las peores manifestaciones del myste-
rium iniquitatis que actúa en el mundo. Se provocan así escándalos gra-
ves, que llegan a crear un clima denso de sospechas sobre todos los demás
sacerdotes beneméritos»37. Finalmente, el 23 de abril de 2002 nuevamente
recordaba que «el abuso sexual… resulta negativo bajo cualquier punto de
vista y es justamente considerado un crimen por la sociedad: constituye
también un pecado horrible a los ojos de Dios», señalando tajantemente
que «tiene que quedar totalmente claro a los fieles católicos y a la socie-
dad en su conjunto que Obispos y Superiores tienen como superior des-
velo, por encima de todo, el bien espiritual de las almas. Las personas

840 Federico R. Aznar Gil

35 Ecclesia, 6 y 13 de abril de 2002, 512-13.
36 Juan Pablo II, Adhoriatio Apostolica «Ecclesia in Oceania», 22 novembris 2001, n. 49.
37 L’Osservatore Romano, 22 marzo 2002, p. 5, n. 11.
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tienen que saber que no hay lugar en el sacerdocio y en la vida religiosa
para quienes hacen daño a los jóvenes»38.

También el actual Romano Pontífice se ha referido en parecidos tér-
minos a estas situaciones: así, v. gr., en su discurso a los Obispos de los
Estados Unidos de América del 16 de abril de 2008, recordaba que «entre
los signos contrarios al Evangelio de la vida… hay uno que causa profun-
da vergüenza: el abuso sexual de los menores», señalando «el enorme dolor
que vuestras comunidades han sufrido cuando hombres de Iglesia han trai-
cionado sus obligaciones y compromisos sacerdotales con semejante com-
portamiento inmoral», y recordando que «la respuesta a esta situación no
ha sido fácil y… ha sido tratada a veces de pésimo modo. Ahora que la
dimensión y gravedad del problema se comprenden más claramente,
habéis podido adoptar medidas de recuperación y disciplinares más ade-
cuadas, y promover un ambiente seguro que ofrezca mayor protección a
los jóvenes»39. Y en otro discurso a la Asamblea Plenaria del Consejo Pon-
tificio para la Familia, Benedicto XVI recordaba que, a pesar del compro-
miso de la Iglesia por la tutela de la dignidad y de los derechos de los
menores, «lamentablemente, en diversos casos, algunos de sus miembros,
actuando en contraste con ese compromiso, han violado estos derechos:
un comportamiento que la Iglesia no deja y no dejará de deplorar y de
condenar»40. Por otra parte, bastantes Conferencias Episcopales y Diócesis
han publicado orientaciones, normas, procedimientos, protocolos, etc., de
actuación ante este tipo de delitos cometidos por clérigos y religiosos: v.
gr. las Conferencias Episcopales de Alemania (2002), Australia (1995, 2000,
2007), Bélgica (2000), Canadá(1992), Chile (2003), Escocia (1996), Estados
Unidos de América (2002)41, Filipinas (2003), Francia (2000, 2002), Holan-
da, Inglaterra y Gales (1994, 2001), Malta, Nueva Zelanda (2001, 2007),
Portugal (2002), Suiza (2002), etc.42. La Carta Pastoral de Benedicto XVI,
del 26 de marzo de 2010, dirigida a los católicos irlandeses se inserta en
este ya amplio magisterio eclesial.
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38 Juan Pablo II, «Discurso en el encuentro interdicasterial con los Cardenales de los Estados
Unidos de América», 23 abril 2002, in: Ecclesia, 4 de mayo de 2002, 652-54.

39 Benedicto XVI, «Discurso a los Obispos de los Estados Unidos», 19 abril 2008. Situaba,
además, el abuso sexual de menores en el contexto más vasto de los actuales comportamientos
sexuales.

40 Benedicto XVI, «Discurso a la Asamblea Plenaria del Consejo Pontificio para la Familia», 6
febrero 2010.

41 Sus normas, conocidas como «Essential Norms», recibieron la «recognitio» de la Sede Apos-
tólica el 8 de diciembre de 2002.

42 Cfr. D. G. Astigueta, «La persona e i suoi diritti nelle norme sugli abusi sessuali», in: Perio-
dica 93, 2004, 623-91; D. Albornoz, «Norme e orientamenti», art. cit., 711-26.
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Los hechos han sido ampliamente divulgados por los medios de
comunicación social: el 12 de mayo de 2009 se hizo público el llamado
informe Ryan, fruto del trabajo de nueve años de una Comisión de inves-
tigación sobre la violencia en niños, creada por el Parlamento irlandés,
tras oír a más de 1.000 testimonios y de recoger otras pruebas, donde se
destacaban las violencias corporales y psicológicas, incluidas las sexuales,
y documentando a lo largo de 2.500 páginas los abusos físicos, psíquicos
y sexuales cometidos sobre niños y jóvenes en 216 instituciones, la mayor
parte regentados por la Iglesia católica, y concluyendo que los malos tra-
tos llegaron a ser endémicos en muchas de estas instituciones, que las
autoridades religiosas tenían conocimiento de los mismos y que varios
sacerdotes, religiosos y religiosas se encontraban entre los acusados por
las víctimas43. Y, a partir de ese momento, comenzaron a divulgarse los
hechos sucedidos, las instituciones religiosas concernidas, los principales
clérigos y religiosos acusados, el encubrimiento y la connivencia de la
jerarquía de la Iglesia católica ante estos hechos, la dimisión de algunos
Obispos…

Con anterioridad a estos hechos, ya en el año 1994 la Conferencia
Episcopal de Irlanda estableció una «Comisión consultiva sobre la violen-
cia ejercida sobre niños por sacerdotes y religiosos» ante las diferentes
acusaciones recibidas, llegando en el año 2002 a un acuerdo con el
Gobierno irlandés para el resarcimiento económico conjunto de los daños
ocasionados por ello y publicando un documento en el que establecían
normas y procedimientos para la protección de los niños44. El mismo Bene-
dicto XVI, en un discurso a los Obispos irlandeses en el año 2006, se refe-
ría a estos hechos, indicando que «en el ejercicio de vuestro ministerio
pastoral, durante los últimos años habéis tenido que responder a muchos
casos dolorosos de abuso sexual de menores. Son mucho más trágicos
cuando el pederasta es un clérigo. Las heridas causadas por estos actos
son profundas y es urgente reconstruir la confianza donde ha sido daña-
da. En vuestros continuos esfuerzos por afrontar de modo eficaz este pro-
blema, es importante establecer la verdad de lo sucedido en el pasado,
dar todos los pasos necesarios para evitar que se repita, garantizar que se

842 Federico R. Aznar Gil

43 Véanse las «Conclusiones y Recomendaciones» de la citada Comisión in: Il Regno 13, 2009,
436 y ss. El 25 de mayo de 2009, la Comisión Permanente de la Conferencia Episcopal Irlandesa
hizo pública una declaración en la que pedía perdón por todos estos hechos.

44 Irish Bishops’Confence —The Conference of Religious of Ireland— The Irish Missionary
Union, Our Children, our Church. Child protection policies and procedures for the Catholic Chruch
in Ireland, Dublin 2005. El llamado informe Murphy detallaba los abusos perpetrados por clérigos
de la archidiócesis de Dublín entre 1975 y 2004, acusando a la jerarquía católica de encubrir siste-
máticamente los casos de abusos y pederastia cometidos por clérigos y religiosos.
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respeten plenamente los principios de justicia y, sobre todo curar a las
víctimas y a todos los afectados por esos crímenes abominables»45. Se com-
prende, por tanto, el profundo dolor y decepción ante la publicación y
divulgación de nuevos abusos sexuales a menores cometidos por clérigos
y religiosos, y, generalmente, encubiertos por las autoridades eclesiásticas.

La Carta Pastoral a los católicos irlandeses vino precedida, además de
por todos estos hechos, de una forma más próxima e inmediata por un
encuentro mantenido los días 15 y 16 de febrero de 2010 entre Benedicto
XVI y responsables de varios dicesterios de la Curia romana con veinti-
cuatro Obispos irlandeses, donde «examinaron el fracaso de las autorida-
des eclesiásticas irlandesas durante años a la hora de actuar con eficacia
para hacer frente a los casos de abuso sexual de menores en los que esta-
ban algunos sacerdotes y religiosos de este país», «reconocieron que esta
grave crisis ha conllevado una caída de la confianza en la guía de la Igle-
sia y ha perjudicado su testimonio del Evangelio y sus enseñanzas mora-
les» y subrayaron «que, aunque sin duda en el corazón de la crisis se
encuentran errores de discernimiento y omisiones, ahora se han tomado
medidas significativas para garantizar la seguridad de los niños y de los
jóvenes» e «hicieron hincapié en su compromiso para una cooperación con
las autoridades competentes en Irlanda y con la Junta Nacional para la
Protección de los Niños de la Iglesia católica en Irlanda a fin de garanti-
zar que los criterios, las políticas y los procedimientos de la Iglesia repre-
senten la mejor práctica en este sector». Benedicto XVI, por su parte, les
presentó un borrador de la carta pastoral que estaba preparando y les
anticipó algunos de sus contenidos46.

La Carta Pastoral consta de una amplia introducción (nn. 1-5), unas
referencias a los diferentes sectores católicos irlandeses (nn. 8-12), y una
conclusión donde se señalan algunas medidas concretas (n. 14). En la
Introducción se expresa la profunda consternación por «el abuso de niños
y jóvenes indefensos por parte de miembros de la Iglesia en Irlanda, espe-
cialmente sacerdotes y religiosos», la desazón y el sentimiento de traición
por «estos actos pecaminosos y criminales» y por el «modo en que fueron
afrontados por las autoridades de la Iglesia en Irlanda». La Carta Pastoral,
por tanto, se escribe «teniendo en cuenta la gravedad de estos delitos y la
respuesta a menudo inadecuada que han recibido por parte de las autori-
dades eclesiásticas». Reconociendo «que el problema de abuso de menores
no es específico de Irlanda o de la Iglesia», se señala que se debe «hacer
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45 Benedicto XVI, «Discurso a los Obispos de la Conferencia Episcopal de Irlanda con oca-
sión de su visita ‘ad limina Apostolorum’», 28 octubre 2006.

46 L’Osservatore Romano (edición en lengua española), 21 de febrero de 2010, p. 12.
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frente al problema de los abusos ocurridos dentro de la comunidad católi-
ca de Irlanda y de hacerlo con coraje y determinación», afirmando tajante-
mente que «la Iglesia en Irlanda, debe reconocer en primer lugar ante Dios
y ante los demás, los graves pecados cometidos contra niños indefensos»
y ello «debe desembocar en un esfuerzo conjunto para garantizar que en
el futuro los niños están protegidos de semejantes delitos».

Se indican, igualmente, una serie de causas que han podido facilitar
la comisión de estos delitos: la rápida transformación y secularización de
la sociedad irlandesa, el cambio social muy veloz, que ha repercutido muy
negativamente en la tradicional adhesión de las enseñanzas y valores cató-
licos; el abandono de las prácticas sacramentales y devocionales que sus-
tentan la fe y la hacen crecer (v. gr. confesión frecuente, oración diaria,
retiros anuales…); la tendencia a adoptar formas de pensamiento y de jui-
cio de la realidad secular sin referencia suficiente al Evangelio; la mala
comprensión del programa de renovación propuesto por el Concilio Vati-
cano II; la tendencia a evitar la aplicación del derecho canónico a las
situaciones canónicamente irregulares47; los procedimientos inadecuados
para determinar la idoneidad de los candidatos al sacerdocio y a la vida
religiosa48; la insuficiente formación humana, moral, intelectual y espiritual
en los seminarios y noviciados; la tendencia de la sociedad a favorecer al
clero y otras figuras de autoridad; y una preocupación fuera de lugar por
el buen nombre de la Iglesia y por evitar escándalos49 «cuyo resultado fue
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47 Hay que señalar que la nula aplicación del derecho penal canónico frente a las situacio-
nes delictivas se dio, prácticamente, desde la promulgación del CIC de 1917. Y, por diferentes
razones, ello se acentuó, como ya es suficientemente sabido, desde la celebración del Concilio
Vaticano II, extendiéndose una fuerte cultura antijurídica en la Iglesia, con un fuerte rechazo a la
aplicación de las normas canónicas no sólo en materias delictivas sino en otros muchos ámbitos
eclesiales.

48 Los aspirantes al sacerdocio y a la vida religiosa generalmente presentan, como gran parte
de la sociedad actual, unas características gravemente deficitarias en su personalidad: cfr. Congrega-
ción para la Educación Católica, «Orientaciones para el uso de las competencias de la psicología en
la admisión y en la formación de los candidatos al sacerdocio», 26 junio 2006, n. 5: «Aquellos que
hoy piden entrar en el Seminario reflejan, en modo más o menos acentuado, los inconvenientes de
una emergente mentalidad caracterizada por el consumismo, por la inestabilidad en las relaciones
familiares y sociales, por el relativismo moral, por visiones equivocadas de la sexualidad, por la
precariedad de las opciones, por una sistemática obra de negación de los valores, sobre todo, por
parte de los medios de comunicación. Entre los candidatos podemos encontrar algunos que provie-
nen de experiencias peculiares —humanas, familiares, profesionales, intelectuales, afectivas— que
en distinto modo han dejado heridas todavía no sanadas y que provocan trastornos que son desco-
nocidos en su real alcance por el mismo candidato».

49 Sin embargo, hay que reconocer, sin que esto sirva de excusa, que esto no sólo sucedía
en la Iglesia sino en la sociedad en general: hasta hace poco tiempo, por ejemplo, los delitos del
maltrato a las mujeres y de la pederastía se ocultaban dentro de la familia, aunque se sabían que
existían.
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la falta de aplicación de las penas canónicas en vigor y de la salvaguardia
de la dignidad de cada persona»50.

La situación en Irlanda es más preocupante que en otros lugares por-
que, como señalábamos al inicio de este apartado, ya con anterioridad
hubo otra oleada de estos delitos lo que provocó que los Obispos irlan-
deses publicaran en el año 2005 un documento sobre el tema, estable-
ciendo normas y procedimientos de actuación51, y el mismo Benedicto XVI
les recordó durante su visita «ad limins» del año 2006 que «establecieran la
verdad de lo ocurrido en el pasado y tomasen todas las medidas necesa-
rias para evitar que sucediera de nuevo, para asegurar que los principios
de justicia sean plenamente respetados y, sobre todo, para curar a las víc-
timas y a todos los afectados por estos crímenes atroces»52. No es de extra-
ñar, por tanto, que el Papa invite a toda la iglesia irlandesa «a reflexionar
sobre las heridas infligidas al cuerpo de Cristo, los remedios necesarios y
a veces dolorosos para vendarlas y curarlas, y la necesidad de la unidad,
la caridad y la ayuda mutua en un largo proceso de recuperación y reno-
vación eclesial».

La segunda parte de la Carta Pastoral es la más larga, y en ella el
Papa se dirige a sectores específicos de la Iglesia irlandesa, señalándoles
directrices concretas a cada uno de ellos: en primer lugar a las víctimas
de abusos sexuales y a sus familiares (n. 6), reconociéndoles el daño sufri-
do, la dificultad para perdonar y reconciliarse con la Iglesia, y manifestan-
do en su nombre «la vergüenza y el remordimiento que sentimos todos»; a
los sacerdotes y religiosos que han abusado de niños (n. 7), señalando
duramente que han «traicionado la confianza depositada en vosotros por
jóvenes inocentes y por sus padres. Debéis responder de ello ante Dios
Todopoderoso y ante los Tribunales debidamente constituidos. Habéis per-
dido la estima de la gente de Irlanda y arrojado vergüenza y deshonor
sobre vuestros semejantes», subrayando que «junto con el inmenso daño
causado a las víctimas, un daño enorme se ha hecho a la Iglesia y a la
percepción pública del sacerdocio y de la vida religiosa»; a los padres (n.
8), asegurándoles que «la Iglesia… sigue aplicando las medidas adoptadas
en los últimos años para proteger a los jóvenes de los ambientes parro-
quiales y escolares»; a los niños y jóvenes de Irlanda (n. 9); a los sacerdo-
tes y religiosos de Irlanda (n. 10); a los Obispos (n. 11), indicándoles que
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50 Ya hemos indicado anteriormente que este delito es uno de los más severamente castiga-
dos por la legislación penal de la Iglesia, tanto en la actual como en la histórica, agravándose
incluso la legislación a partir del año 2001. La pregunta, inquietante, es por qué no se ha aplicado
esta legislación.

51 Véase el documento citado en la nota 44.
52 Benedicto VI, «Discurso a los Obispos en Irlanda», 20 octubre 2006.
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«algunos de vosotros y de vuestros predecesores han fracasado… a la hora
de aplicar las normas, codificadas desde hace tiempo, del derecho canóni-
co sobre los delitos de abusos de niños. Se han cometido graves errores
en la respuesta a las acusaciones», señalando que, a pesar de la dificultad
para comprender el problema y tomar decisiones adecuadas, «hay que reco-
nocer que se cometieron graves errores de juicio y hubo fallos de direc-
ción. Todo esto ha socavado gravemente vuestra credibilidad y eficacia»
por lo que es imperativo que «además de aplicar plenamente las normas
del derecho canónico concernientes a los casos de abusos de niños, seguid
cooperando con las autoridades civiles en el ámbito de su competencia…
Es imperativo que las normas de la Iglesia en Irlanda para la salvaguardia
de los niños —ya anteriormente citadas— sean constantemente revisadas y
actualizadas y que se apliquen plena e imparcialmente, en conformidad
con el derecho canónico»; y a todos los fieles de Irlanda (n. 12).

La Carta Pastoral, finalmente, concluye con alunas medidas concretas,
más allá de las canónicas, propuestas por el Papa para abordar esta situa-
ción (n. 14): ofrecimiento durante un año de la penitencia de los vienes
para este fin; atención especial a la adoración eucarística estableciéndose
en cada diócesis «iglesia o capillas específicamente dedicadas a ello»; visita
apostólica de algunas diócesis, seminarios y congregaciones religiosas; con-
vocatoria de una misión nacional para todos los obispos, sacerdotes y reli-
giosos, para conseguir «una valoración más profunda de vuestras
vocaciones respectivas…».

4. CONCLUSIÓN

El delito de los abusos sexuales a menores, cometidos por clérigos y
religiosos, es uno de los delitos más execrables tanto por las víctimas afec-
tadas como por las personas que los realizan y los efectos o consecuen-
cias que conllevan y que superan a los directamente implicados, afectando
a la misma misión de la Iglesia, a la figura del sacerdote y del religioso, a
la comunidad eclesial, etc., tal como venimos indicando a lo largo de este
artículo. Todo ello se ve agravado por la amplia repercusión que suelen
tener estos casos en los medios de comunicación social, lo cual no suele
suceder cuando estos lamentables y delictivos hechos son realizados por
personas que no son miembros de la Iglesia católica. Una adecuada valo-
ración de estos hechos implica tener en cuenta no sólo su etiología, en la
que no hay acuerdo entre los expertos, sino que tanto este delito como el
de los malos tratos a las mujeres eran lacras que se mantenían ocultas en
la sociedad, no sólo en la Iglesia, y que han hecho falta muchos años y
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muchas campañas de concienciación para considerar estas actuaciones
como delictivas.

Además, como indicaba recientemente el psiquiatra H. Lütz, hay que
tener en cuenta que desde los años setenta y ochenta determinados movi-
mientos y partidos políticos «han mimado a los pederastas» proponiendo la
liberalización de las relaciones sexuales con niños y banalizándolas; que
«todas las instituciones relacionadas con niños y jóvenes atraen a personas
que buscan un contacto ilícito con menores»; que no hay «una mayor fre-
cuencia de casos de pederastía entre los profesores célibes con respecto
de los demás» por lo que «no existe una conexión entre este fenómeno y
el celibato»; que no hay «un método de screening que permita identificar
a estas personas» por lo que «queda solo la observación responsable y la
reacción rápida en caso de anomalías»…53.

La reciente Carta Pastoral de Benedicto XVI dirigida a los católicos
irlandeses, con motivo de la revelación de nuevos abusos sexuales a meno-
res cometidos por clérigos y religiosos en ese país, nos plantea de nuevo
el problema de cómo afronta la Iglesia católica estos delitos. Ciertamente,
como venimos diciendo, estamos ante un problema complejo, del que se
desconoce su etiología o causas concretas, delicado y difícil, y que no
afecta ni mucho menos sólo a la institución eclesial: pero, teniendo en
cuenta todo ello, cabe preguntarse por qué hasta tiempos recientes no se
ha aplicado la legislación canónica que, como hemos ido exponiendo,
penaliza muy rigurosamente este delito tanto ahora como anteriormente,
por qué las autoridades eclesiásticas se limitaron mayoritariamente a ocul-
tar estos hechos y a cambiar de oficio al clérigo o al religioso implicado
en estos hechos delictivos54. Un resumen de algunas de las causas se
encentran en la introducción de esta Carta Pastoral.

Acertadamente indica M. Lütz que, ante estas situaciones, «es preciso
aprovechar los descubrimientos de la ciencia, tomar medidas de preven-
ción y buscar la transparencia»55. Bastantes Conferencias Episcopales, apro-
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53 M. Lütz, «La Iglesia y los niños», in: L’Osservatore Romano (edición en lengua española),
21 de febrero de 2010, p. 8, que indica: «favorecemos la causa de los culpables… si ahora nos
convertimos en presa de un furor de autoflagelación… Obviamente, todos los contactos entre dos
personas pueden ser instrumentalizados por quienes cometen los abusos. El diez por ciento de los
psicoterapeutas antes o después rebasa el límite del abuso. Pero la psicoterapia misma no es res-
ponsable del abuso, al igual que no lo es el cuidado de las almas ignaciano, incluso el dirigido a
los escolares». Véase, por otra parte, información sobre el denominado «sórdido partido pedófilo»,
holandés, que defiende rebajar a 12 años la edad para tener sexo con adultos: El Mundo, Crónica,
22 de junio de 2008, p. 7.

54 Un análisis bastante certero, en mi opinión, de las causas que han llevado a la Iglesia a
esta situación en: R. Torfs, «Los abusos a niños cometidos por sacerdotes. La interacción del dere-
cho estatal y el derecho canónico»; in: Concilium 306, 2004, 476-81.

55 M. Lütz, art. cit.
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vechando la actual legislación canónica, han dado normas sobre el particu-
lar en las que, además de denunciar la gravedad de estos hechos, se esta-
blecen procedimientos o protocolos de prevención de estas situaciones, de
intervención cuando desgraciadamente suceden, y da reparación de los
daños cometidos, asumiendo las responsabilidades, informando a la comu-
nidad eclesial y a la sociedad, y ofreciendo vías de reparación tanto a las
víctimas como a los propios autores de los delitos. Y creo que este es el
camino adecuado: nadie mínimamente sensato espera que entre los cléri-
gos y religiosos no haya ningún abusador sexual de menores, al menos
potencialmente. Pero sí se espera que la institución eclesial establezca las
oportunas medidas preventivas y que, si estos hechos se producen, sepa
responder adecuadamente. La actual legislación canónica ofrece las herra-
mientas adecuadas para ello56, y la jerarquía de la Iglesia católica, lenta y
dolorosamente y tras pagar un alto precio en todos los sentidos, está apren-
diendo de los errores cometidos en épocas recientes, sobre todo a partir
de la experiencia de las diócesis norteamericanas, adaptando su normativa
para hacer más eficaz sus medidas de prevención y de intervención, y ofre-
ciendo una mayor transparencia, cosa no habitual en las instituciones. La
Carta Pastoral a los católicos irlandeses se sitúa en esta misma dirección.
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